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Prólogo

Todavía debemos aprender mucho sobre la etapa preparatoria del pro-
ceso penal. Debemos recordar que en el sistema procesal inquisitorial  
o mixto el sumario era pura actividad estatal de persecución, con nula o  
casi nula actividad de control. El sumario es “no contradictorio”, ense-
ñaba la literatura procesal anterior a la reforma y, aún los comentaristas 
franceses del proceso mixto napoleónico buscaban abrir de a poco 
esa estructura cerrada de la instrucción inquisitorial. De hecho, no se 
podía utilizar la frase “etapa preparatoria” para referirse al sumario ya 
que en él se desarrollaba una actividad constitutiva de la prueba de  
la “materialidad del hecho”, y dejaba para el juicio la discusión sobre la  
responsabilidad de los acusados. Es recién con la aceptación de los nue-
vos sistemas acusatorios adversariales que aparece verdaderamente la 
cuestión de cómo trabajar en la preparación de los casos, entendiendo 
por tal cosa la preparación de la acusación y la defensa y no ya la prueba 
de los aspectos materiales del hecho. 

El control judicial de esta actividad, esencialmente contradictoria (aun-
que ahora utilicemos más la palabra “adversarial”), es una novedad, que 
requiere tanto el esclarecimiento de problemas como el entrenamiento 
de los jueces. A esta tarea se dedica este nuevo libro de Leonel Gonzá-
lez, con su ya conocida capacidad teórica y disposición didáctica, algo 
que no es tan usual y siempre debe ser agradecido. 

El primer desafío –y a ello le dedica espacio este libro– es la estricta 
separación entre las tareas del juez y su entorno “administrativo” que 
es llevado a cabo por un nuevo modelo de organización que llamamos 
“oficina judicial”, “oficina de gestión de audiencias”, “oficinas de  
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gestión procesal” o cualquier otro similar. Se trata de un cambio  
de concepción completo de lo que antes llamábamos el “despacho” del 
juez. Ha sido tan profunda la imbricación y confusión de las tareas admi- 
nistrativas con las estrictamente jurisdiccionales que hoy muchos jueces 
sienten que han perdido el trabajo cotidiano. Obviamente, se trata de 
una falsa concepción, pero ahora hay que esclarecer la nueva cotidia-
neidad del juez y enseñarle a llevarla a cabo con profesionalismo. Ello 
implica estar en la sala de audiencia. Esa sala, que ahora es el entor- 
no natural de la judicatura debe ser un espacio cotidiano de trabajo. El  
uso de la sala de audiencia por los jueces es uno de los indicadores 
claros de cómo avanza el proceso de cambio de sistema en un determi-
nado lugar. Las horas efectivas de audiencia son también un indicador 
claro de la productividad judicial bajo los nuevos parámetros. Claro está 
que no el único y, por ello, este libro se dedica a tratar de profesionalizar 
el trabajo del juez en la sala de audiencia y mejorar la calidad. Saber 
escuchar, identificar el núcleo del litigio (el problema a resolver), dirigir el 
debate, pero no bajo la idea de “controlar los excesos de las partes”, 
sino de conducirlos hacia la mejora de la calidad de la controversia, ya 
que debatir es una virtud del sistema, no falta de disciplina. En fin, este 
libro nos brinda muchos pequeños consejos y profundas perspectivas 
para darle nuevas bases a la función de los jueces de garantía. 

Estas nuevas perspectivas del trabajo tienen muchas facetas. Quiero 
destacar dos de gran impacto. En primer lugar, el papel de las solucio-
nes acordadas, bajo distintas modalidades, como parte de un aumento 
rápido y profundo de la eficacia del sistema penal. Todavía es bastante 
extendida la práctica según la cual el acuerdo entre las partes es algo que 
“ocurre”, no algo que se busca provocar, porque se ha planificado  
que es la mejor opción para este tipo de casos. Las funciones proactivas 
de los jueces de garantía –una gran diferencia respecto de los jueces de 
juicio– que se destacan en esta obra, son una de las herramientas que 
configuran el nuevo papel de la judicatura en la etapa preparatoria. En 
segundo lugar, el tratamiento de la invalidez de los actos procesales 
(entre ellos, la exclusión probatoria). En este tema también existe una 
tradición según la cual el juez puede controlar de oficio la legalidad de 
los actos –lo que es correcto–, pero que esa facultad la puede ejercer 
sin litigio previo. Así aparecen decisiones judiciales sorpresivas, que las 
partes no han planteado, o jueces que dejan pasar notorias ilegalidades 
porque no han sido planteadas por las partes, lo que pone en jaque la 
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idea del control de oficio, en especial de las garantías constitucionales. 
En este tema se manifiesta una segunda proactividad importante de los 
jueces de garantía. ¿Puede el juez considerar que se encuentra frente 
a un acto inválido, aunque las partes no lo hayan planteado? Sí claro, 
pero lo que debe hacer en esas circunstancias es advertir a las partes 
para que litiguen sobre ello. Ante una invalidez siempre hay que preferir 
el saneamiento, luego analizar las distintas formas de convalidación y 
como último recurso la nulificación de los actos. La advertencia de ofi-
cio sobre la invalidez de un acto, para que las partes litiguen sobre la 
mejor respuesta a ello, es una de las grandes herramientas de control 
judicial que todavía los jueces de garantía manejan con impericia o 
inexperiencia. 

Vemos, pues, que este libro es una herramienta para comenzar a 
desarrollar el nuevo profesionalismo de los jueces de garantía. Como 
buscamos siempre en esta colección, de un modo práctico, directo, 
simple y profundo; de tal manera que se pueda convertir en una caja 
de herramientas para el trabajo cotidiano. No nos queda sino felici-
tar al autor, a la editorial por la vocación de poner a disposición de la 
comunidad latinoamericana materiales como este y entusiasmar a los 
lectores preocupados por ser cada día mejores litigantes, mejores jueces 
y continuar la construcción de un sistema procesal que necesita afinar 
cada día sus prácticas y estándares de calidad. 

Alberto M. Binder 
INECIP
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Introducción

La justicia penal adversarial ha disuelto por completo la ideología meca-
nicista de la aplicación de la ley. Si Montesquieu sostenía que “los jueces 
de la nación no son más que la boca que pronuncia las palabras de 
la ley”, hoy podríamos afirmar que “la judicatura debe aplicar la ley y 
procurar resolver los conflictos en el marco de la conducción y toma de 
decisiones en las audiencias orales”.

En los últimos treinta años, los países de América Latina han trasfor-
mado sus sistemas de justicia penal y les han dado nuevas funciones 
a los jueces y las juezas. Primero a través del abandono de la figura 
del juez de instrucción y luego con la creación de las oficinas judiciales,  
la judicatura ha asumido la exclusiva labor de dirección y decisión en las  
audiencias. No obstante, una de las características de estas reformas ha  
sido la ausencia de instrumentos concretos para el desempeño de la 
judicatura.

En la primera etapa de los procesos de cambio, el énfasis estuvo puesto 
en las técnicas necesarias para la litigación en juicio oral. La mayoría 
de los materiales y programas de capacitación se centraron en el rol de 
quienes debían litigar en esta audiencia y todo esto permitió mostrar la 
nueva cara de los procesos penales. En la siguiente etapa, con la imple-
mentación de los códigos de segunda generación, se comenzó a advertir 
con claridad que en las audiencias previas al juicio se resolvía gran parte 
de la carga de trabajo. Por lo mismo, se comenzaron a desarrollar textos 
e instancias de formación alrededor de la dinámica de estas audiencias 
y se abrió así todo un campo de producción de información y discusión 
sobre la sustanciación de la oralidad en la fase preliminar.
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Recién en los últimos años se comenzó a problematizar y discutir sobre 
la función de conducción de audiencias y el rol de las juezas y los jueces 
de garantías en particular. Se trata de una tarea muy distinta y que 
requiere de la construcción de reglas propias. Por lo mismo, entiendo 
que es necesario trabajar un texto cuyos destinatarios sean concreta-
mente quienes dirijan las audiencias.

Esta obra para jueces y juezas de garantías está estructurada en dos 
secciones: las bases políticas y funcionales; y las herramientas prácti-
cas para la dirección de las audiencias preliminares. El sentido de este 
doble abordaje es entregar una visión sobre las nociones que justifican 
la existencia y las funciones de una judicatura de garantías y, sobre esa 
base, identificar las técnicas de conducción de audiencias en las que se 
traducen las ideas referidas a la naturaleza de su función.

En la sección relativa a las bases políticas y funcionales se plantean las 
ideas que dan sustento a la figura de la judicatura de garantías, orde-
nadas en tres bloques: sus fundamentos, las dimensiones de trabajo y 
las razones que justifican su rol activo en las audiencias preliminares. 

En la sección sobre las herramientas prácticas se abordan los dos tipos 
posibles de audiencias previas al juicio oral: las de conocimiento o con-
tradictorias (control de detención, formalización, medidas cautelares  
y control de la acusación) y las de acuerdos u homologación (suspensión 
condicional del proceso y juicio abreviado). En cada una de ellas se pro-
yectan las etapas de discusión y el rol de la judicatura en la conducción, 
comunicación y toma de decisiones.

De un modo transversal, este texto pretende poner en discusión las 
funciones tradicionales de la judicatura. Una de ellas, la noción fun-
dante de su actuación es la de repensar el concepto del principio de 
imparcialidad y reconocer que en su significado deben existir vínculos 
con el principio de igualdad y no discriminación. No debemos soslayar 
que nuestros poderes judiciales incorporan un enfoque de derechos 
humanos recién a fines del siglo XX y con mayor extensión en el siglo XXI 
a partir de instrumentos y organismos que cambian su matriz originaria 
para plantear que los sistemas judiciales deben dirigir su mirada hacia 
los sectores vulnerables. Desandar esta construcción histórica y recono-
cer que los jueces y las juezas no actúan con una neutralidad vacía de 
contenidos es el punto de partida en la creación de nuevas técnicas y 
formatos de trabajo.
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Por lo mismo, en este texto encontrarán un capítulo específico sobre la 
necesidad de que los jueces y las juezas de garantías adopten una pers-
pectiva de vulnerabilidad como método de trabajo general y transversal 
en todo el proceso; y referencias específicas al tipo de vulnerabilidades 
a las que deben prestar especial atención en cada una de las audien- 
cias preliminares, con énfasis en la actuación que deben tener en los 
casos que involucren violencias de género.

Esta obra se ha elaborado como consecuencia de la experiencia en 
la observación de audiencias y el dictado de cursos de capacitación a 
jueces y juezas en la mayoría de los países de América Latina. Por lo 
tanto, se ha construido sobre la base de problemas concretos y preo-
cupaciones reales que actualmente se están dando en torno a nuestros 
aún jóvenes procesos penales adversariales.

Es importante dejar en claro que esta obra está orientada al forta- 
lecimiento de las prácticas de jueces y juezas de garantías en el marco 
de las audiencias preliminares que cotidianamente deben dirigir. No 
es un texto que se base en supuestos de laboratorio o en el que se 
ofrezcan recetas mágicas pues cada país y jurisdicción tiene distintas 
realidades. Lo que busca es contribuir al ejercicio diario de la función 
judicial, al otorgar lineamientos e ideas concretas. Tal como hemos 
aprendido quienes trabajamos en la reforma, el cometido principal de 
la construcción del saber sobre el proceso penal es pensar las exigencias 
prácticas de la vida cotidiana en los tribunales.

Me interesa resaltar que este texto se ha procurado redactar con len-
guaje inclusivo y no sexista, en el entendido de que las lenguas reflejan 
la comprensión de la sociedad y construyen realidades. Por ello, se ha 
intentado favorecer el uso de genéricos universales y abstractos, como 
una forma de abandonar la visión androcéntrica que impone una mar-
cada óptica masculina y anula el reconocimiento de la diversidad social. 
Esta decisión no solo obedece a un convencimiento personal, sino que 
encuentra clivaje en numerosos instrumentos internacionales que han 
establecido con claridad la obligación de combatir toda forma de discri-
minación hacia las mujeres.

Quiero expresar mi gratitud por aquellas personas que formaron parte 
del proceso de elaboración de este texto. En primer lugar, a Alberto 
Binder, Gonzalo Rua y Leticia Lorenzo, quienes me dieron ideas y 
puntos de vista que claramente enriquecieron la versión final del libro. 
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Por otro lado, a Ramón García, María Luisa Squetino y Marco Fandiño, 
quienes se tomaron el tiempo de leer o conversar sobre determinados 
capítulos. Por último, a Verónica Sepúlveda, Fernando Guzmán, Erick 
Ríos, Leonardo Moreno Holman y Ximena Chong, quienes sobre la base  
de su amplia experiencia en Chile tuvieron la generosidad y dedicación de  
realizar importantes aportes y discutir sobre el contenido del libro.

Finalmente, agradezco a Ediciones Didot por la confianza y la apuesta 
por difundir las ideas de esta obra. Esperamos que abra y multiplique 
nuevos debates y espacios de trabajo.

Leonel González Postigo




